
TIA
dll

TOCA/P E RATJA E M/OO4/ 2024

TRIBUNAL DE ]USI'TüA ADMIN$TMTIVA

DEL FSI'ADO DE MORELOS

RECURSO

EXPEDIENTE:

DE APE

TO CA/P E RATJA EM I OO 4 I 2024

EXPED¡ENTE DE ORIGEN:

RECURRENTE: SUBDIRECTOR

INVESTIGACIÓN, DENUNCIAS

QUEJAS, DECLARACIÓN

SITUACION PATRIMONIAL

CONFLICTO DE INTERESES DEL ,H..

AYUNTAMIENTO DE CUAU

MORELOS.

AUTORIDAD RESOLUTOM::'

MAGISTRADO TITULAR DE

CUARTA SALA ESPECIALIZADA

RESPONSABILIDADES .:, 
.

.

ADMINISTRAT¡VAS DEL TRIBUNAL DE

JUSTICIA ADMIN¡STRATIVA D'EL'I .r..r ".

ESTADO DE MORELOS

+:5
:<
qJ q)

qJ

F¡.t O
\ (r)

L\R
$ \)'

oé)
r= .ir

u.s
(J

:J \¡.L\.S
.SD FÉr ql
gF(

S

:r .:\\
\ti :ic\t .:JooN ^!..

.',. :

.. j'.

1



MAGISTRADO PONENTE: JOAQUíN

ROQUE GONZÁLEZ CEREZO

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

VICENTE RAÚL PARRA CASTILLO

1. RESUMEN DE LA RESOLUCIÓN

Cuernavaca, Morelos; a diez de julio de dos mil veinticuatro

Resolución del REcuRSo DE APELAGIÓ¡¡ ¡nterpuesto por

el Subdirector de lnvestigación, Denuncias y euejas,

Declaración de situación Patrimonial y conflicto de lntereses

del H. Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, en contra de la
resolución definitiva de fecha doce de diciembre de dos mil

veintitrés, emitida dentro del procedimiento seguido bajo er

expediente número , por el

Magistrado Titular de la cuarta sala Especializada de

Responsabilidades Administrativas del rribunal de Justicia

Administrativa del Estado de Morelos; declarándose

infundados e inoperantes las agravios expresados; por

ende, se confirma la sentencia impugnada mediante la cual se

determinó en su resolutivo ". ..SEGUNDO. No se acreditaron

los elementos configurativos de la infracción administrativa

denominada abuso de funciones, prevista en el arfículo s7, de

la Ley General de Respons abilidades Administrativas, poi"

tanto, se absuelve a   .,,, con

base en lo siguiente:

2. GLOSARIO
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Sentencia impugnada

de diciembre de dos mil veintitréS.

LGRA Ley Genera! de Responsabilidades,,

Administrativas .

LRESADMVASEMO Ley de Responsabilidades

Administrativas para el Egtadg,

Morelos.

Resolución definitiva de fecha doce-
''

q)\

csi5
,s¿
SS
Éto

:cñ

t\ !H-
\) qJ'

É
o5
=.F

u.s
(J

.L\ S
si q)
q, A<
S

IS
\f{ $
ñ -qloos's

LORGTJAEMO

: ": . .r .

LJUSTICIAADMVAEM Ley de Justicia Administrativa del
,,.:::.:",

Estado de Morelos.

RINTJA Reglamento lnterior del Tribunal de, ,

Justicia Administrativa del

de Morelos.

Recurrente de lnvestigación
. i.

Quejas, Declaragién

Ley Orgánica del

J ustici a Adm i n istrativa

de Morelos

Subdirector

Denuncias y

t :- -Tribunal de :,

del Estado

a
J



, ; Autoridad resolutora

Autoridad

Substanciadora

Autoridad

lnvestigadora

IPRA

de Situación Patrimonial y Conflicto

de Intereses del H. Ayuntamiento de

Cuautla, Morelos.

fVlagistrado Titular de la Cuarta Sala

Especializada en

Responsabilidades Administrativas

del Tribunal de Justicia

Administrativa del Estado de

l/lorelos.

Subdirector de Substanciación,

Resolución y DÍctaminación de

Procedimientos Administrativos de

la Contraloría Municipal de Cuautla,

[t/lorelos.

Subdirector de lnvestigación,

Denuncias, Quejas y Declaración

de Situación Patrimonial y de

Conflicto de Intereses de la

Contraloría MunÍcipal de Cuautla,

Morelos.

lnforme de

Responsabilidad

Presunta

Tribunal de Justicia Administrativa

del Estado de Morelos.
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3. ANTECEDENTES DEL CASO

l. Con fecha veinticuatro de enero de dos mil veinticuatro, la

recurrente presentó recurso de apelación ante la Autoridad

resolutora, en contra de la resolución definitiva de fecha doce

de diciembre de dos mil veintitrés emitida dentro del

procedimiento seguido bajo el expediente

   

2. El once de abril de dos mil veinticuatro, se emitió

acuerdo mediante el cual se admitió a trámite el recurso de

apelación interpuesto por la recurrente, ordenándose dar vista

a las partes por el término de tres días hábiles para que

manifestaran lo que a sus intereses conviniera.

3. Con fecha dos de mayo de dos mil veinticuatro se

emitió acuerdo mediante el cual se hizo constar el desahogo

por parte del presunto responsable, de la vista referida en el

párrafo anterior; asimismo, se declaró precluido el derecho de

la autoridad investigadora para tal efecto, en virtud de no haber

realizado manifestación alguna al respecto.

4. En virtud del estado procesal de los autos, se

remitieron los autos a la Quinta Sala Especializada en

Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia
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Administrativa, a efecto de que se formule y presente el

proyecto de resolución correspondiente con los elementos que

obran en autos; en tal sentido, la presente resolución se emite

al tenor de los siguientes capítulos:

4. COMPETENCIA

Este Pleno Especializado en Responsabilidades

Administrativas del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de lt4orelos, es competente para conocer y resolver el

presente RECURSO DE APELACIÓN, de conformidad con [o

discuesto por los artículos 109 fracción lll, párrafo segundo, y

116 fracción V de ta coNSTtTUCtÓN POLíT|CA DE LOS

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, 109-bis de ila

CONSTITUCIÓN POLíT¡CA DEL ESTADO LIBRE Y

SOBERANO DE MORELOS: 3 fracción XXVll, 215, 21G

fracción ll, 218 de la LGRA; 82 de la LRESADMVASEMO; 1,

25 fracción lX inciso a) de la LORGTJAEMO y 31 fracción Vl

del RINTJA.

5. PROCEDENCIA

El RECURSO DE APELACIÓN tiene su fundamento en lo
dispuesto por los artículos 215, 216, 2'7 y 218 de la LGRA

que textualmente disponen:

Artículo 215. Las rescluciones emitidas por los Tribunales, podrán ser
impugnadas por los responsables o por los terceros, mediante el
recurso de apelación. ante la instancia y conforme a los medios que
determinen las leyes orgánicas de los Tribunales.

El recu'so de apelación se promoverá mediante escrito ante el rribunar
que emitió la resolución dentro de los quinoe días hábiles siguientes a

6
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aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se
recurre

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes
se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el
expediente y una para cada una de las partes.

Artículo 216. Procederá el recurso
resoluciones siguientes:

de apelación contra las

lt.

La que determine imponer sanciones por la comisión de Faltas
administrativas graves o faltas de particulares, y
La que determine que ng existe responsabilidad
administrativa por parte de los presuntos infractores, ya
sean Servidores Públicos o particulares.

Artículo 217.La instancia que conozca de la apelación deberá resolver
en el plazo de tres días hábiles si admite el recurso, o lo desecha por:
encontrar motivo manifiesto e indudable de improcedencia.

Si hubiera irregularidades en el escrito del recurso por no haber
satisfecho los requisitos establecidos en el artículo 215 de esta Ley, se
señalará al promovente en un plazo que no excederá de tres días
hábiles, para que subsane las omisiones o corrija los defectos
precisados en la providencia relativa.

El Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días
hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este
término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.

Artículo 218. El Tribunal procederá al estudio de los conceptos de
apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se
privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por
encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden
dé la certeza de la inocencia del servidor público o del particular, o de
ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad
lnvestigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con
certeza la responsabilidad de los involucrados.

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las
cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de
responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la
determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará
preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.
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: Conforme a tales disposiciones, las partes podrán

,mpugnar las resoluciones dictadas por las resolutoras,

siempre que sea por escrito y expresando los agravios o

conceptos de apelación que estime le cause la sentencia

impugnada, debiéndolo presentar ante la autoridad que emitió

la resolución y dentro del plazo previsto por la ley.

Así, la autoridad investigadora interpuso

oportunamente recurso de apelación en contra de la resolución

dictacia con fecha doce de diciembre de dos mil veintitrés

dentro del procedimiento de respcnsabilidad administrativa

identificado con el número de 

, en la cual se determinó absolver al

  al no tenerse por acreditados los elementos

configurativos de la Ínfracción administrativa de abuso de
:

funciones, prevista en el artículo 57 de la LGRA.

6. ANÁLISIS DEL ASUNTO

6.1 Planteamiento del caso

En atención a lo anterior, la presente resolución tiene por

objeto determinar si el medio de impugnación interpuesto e'r

contra de la sentencia de fecha doce de diciembre de dos mil

l'eintitrés, es fundado o no, considerando y analizando para

éllo los agravios expresados por la rccurrente a la luz de las

ciisposiciones legales aplicables al caso concreto, con el fin de

determinar si se confirma, modifica o se revoca la sentencia

impugnada según corresponda conforme a derecho; lo que se

rdaliza en el apartado siguiente.
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6.2 Del acto impugnado

La sentencia impugnada en la parle resolutiva que

esencialmente interesa concluyó lo siguiente:

"...SEGUNDO. No se acreditaron los elementos configurativos
de la infracción administrativa denominada abuso de funcíanes,
prevista en el añículo 57, de la Ley General de
Responsabilidades Administrativas, por tanto, se absuelve a

  ,"

6.3 Expresión de los agravios

Los agravios expresados por la recurrente se encuentran

visibles en el cuadernillo del recurso de apelación en el que

ahora se resuelve, de la foja 007 a la 021, los cuales no se

transcriben literalmente, puesto que el deber formal y material

de exponer los argumentos legales que sustenten esta

resolución, así como de examinar las cuestiones

efectivamente planteadas, no depende de su inserción

material, sino del propio análisis. Refuerza lo anterior, la

siguiente tesis de jurisprudencia:

CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZNO ESTÁ OBLIGADO
A TRANSCRIBIRLOS.

El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los
conceptos de violación expresados en la demanda, no implica
que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual
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sujeta su actuación, pues no hay preceptc alguno que establezca
la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que
dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado
que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y
alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la
ilegalidad de la misma.

SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO

Amparo en revisión 37¿188. Antonio García Ramírez. 22 de
noviembre de 1988. Unanimidad de vatos Ponente: José Galván
Rojas. Secretario: Vicente l\4artínez Sánchez.

Amparo en revisión213189. Jesús Correa Nava. 9 de agosto de
1989. Unanimidad de votos. Ponente: Arnoldo Nájera Virgen.
Secretario: Nelson Loranca Ventura.

Amparo en revisión 32292. Genoveva Flores Guillén. 19 de
agosto de'1992. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Calvillo
Rangel. Secretaria: Jorge Alberto González Alvarez.

Amparo en revisión 673197. José Luis Pérez Garay y otra. 6 de
noviembre de 1997. Unanimidad de votos. Ponente: Carlos
Loranca Muñoz. Secretario: Gonzalo Carrera Molina.

Amparo en revisión 767197. Damián Martínez López.22 de enero
de 1998. Unanimidad de votos. Ponente: José Mario Machorro
Castillo, secretario de tribunal autorizado por el Pleno del
Consejo de la Judicatura Federal para desempeñar las funciones
de Magistrado. Secretaric: José Zapata Huesca.

JURISPRUDENCIA de la Novena Época. lnstancia: SEGUNDO
TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Fuente:
Semanario Judicialde la Federación y su Gaceta. Tomo:Vll, abnil
de 1998. Tesis: Vl.2o. J1129. Página: 599

En ese tenor, de forma concreta la recurrente expresa

esenc¡almente como agravios o concep'ios de apelac¡ón en un

apartado que denominó *vlolAclÓN AL pRlNclplo DE

CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD", lo siguiente:

10
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Que el principio de congruencia prevé que las

determinaciones de la autoridad deben estar en concordancia

o coherencia con las pretensiones planteadas por las partes.

Que el principio de exhaustividad implica que la
autoridad debe analizar y considerar todas las pruebas

presentadas por las partes, así como los argumentos legales

para llegar a una decisión justa y completa.

En este sentido refiere la recurrente, que existió una

violación al principio de exhaustividad toda vez que se

omitieron y no valoraron sus alegatos presentados en calidad

de autoridad investigadora.

Por otro lado señala, que la autoridad resolutora

pierde de vista, que es innecesario que la conduta reprochada

al servidor público se encuentre detallada, eñ forma de

catálogo, en una norma u ordenamiento legal, en tanto que el

comportamiento negativo de los servidores públicos también

puede derivar del incumplimiento de ias funciones propias e

inherentes al servicio público.

Añade, que si bien el derecho administrativo

sancionador, al igual que el derecho penal se rige, entre otros,

por los principios de exacta aplicación de la ley y de tipicidad,
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eso no significa que la inexistencia de un dispositivo normativo

que especifique cuáles son todas las actividades que a

aquellos corresponden y en qué casos, de no cumplirlas,

incurren en responsabilidad administrativa, sea motivo

suficiente para estimar que ésta no se aclualiza.

Además, refiere que la autoridad resolutora omitió

tomar en consideración las pruebas que presentó a efecto de

sustentar los elementos de convicción de la falta administrativa

imputada al servidor público.

Menciona, que existen casos en los que las faltas

administrativas son en demasía evidentes y que lo reprochable

de la conducta aclualiza de una manera natural la norma

genérica, por lo que no es necesario, que exista un catálogo

de obligaciones concretas, pues los mismos principios que

rigen la administración, que son de orden público y

conocimiento general, son suficientes para determinar la

responsabilidad administrativa. Por lo que reitera que resulta
¡

innecesario que la conducta reprochable al servidor público se

encuentre exactamente detallada, pues dice, que basta que

sean idóneas para predecir con suficiente grado de seguridad

esa conducta.

6.4 Estudio de los agravios

Como se ha mencionado anteriormente, en la sentencia ahora

impugnada de fecha doce de diciembre de dos mil veintitrés

emitida por la autoridad resolutora, se determinó que no se

acreditaron los elementos configurativos de la infracción

I2
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administrativa denominada abuso de funciones, prevista en

el artículo 57, de la LGRA, por lo tanto, se absolvió al 
  

Y al respecto, la recurrente, entre otras cosas hace valer,

que la autoridad resolutora pierde de vista, que es

innecesario que la conducta reprochada al servidor público se

encuentre detallada, en forma de catálogo, en una norma u

ordenamiento legal, en tanto que el comportamiento negativo

de los seruidores públicos también puede derivar del

incumplimiento de las funciones propias e inherentes al

servicio público; y en este mismo sentido, que existen casos

en los que las faltas administrativas son en demasía evidentes

y que lo reprochable de la conducta actualiza de una manera

natural la norma genérica, por lo que no es necesario, que

exista un catálogo de obligaciones concretas; argumentos que

resultan infundados e inoperantes, como se explica:

Así, la resolución ahora impugnada, se centró en

determinar si la actuación atribuida al  

configuraba o no el supuesto previsto por el artículo 57

de la LGFIA, referente al abuso de funciones. El citado

artículo establece lo siguiente:

Artículo 57. lncurrirá en abuso de funciones la persona servidora
o servidor público que ejerza atribuciones que no tenga
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conferidas o se valga de las que tenga, para realizar o inducir
actos u omisiones arbitrarios, para generar un beneficio para sí o
para las personas a las que se refiere el artículo 52 de esta Ley
o para causar perjuicio a alguna persona o alservicio público; así
como cuando realiza por sí o a través de un tercero, alguna de
las conductas descritas en el artículo 2ATer, de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

cuando un servidor públic o ejerza atribuciones no conferidas o

se valga de las que tenga, para realizar o inducir actos u

omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí o
diversas personas o causar perju¡cio a alguna persona o al

servic¡o público (conducta atribuida al ex servidor público).

Luego entonces, para tener por acreditada la falta

administrativa atribuida al  , era

necesario comprobar, que éste cometió abuso de funciones,

al tenor de la conducta que le fue imputada.

Así, del análisis del artículo 57 de la LGFUA, pueden

adverti'rse los elementos que debieron acreditarse respecto de

los hechos contenidos en el IPRA para determinar la existencia

en su caso, del abuso de funciones, atribuido al ex servidor

público, siendo los siguientes:

Elemento personal.- Es el servidor público, quien es el

sujeto activo (Siendo por otra parte, el Estado, la
administración pública o la colectividad, el sujeto pasivo).

Elemento conductual.- La conducta consiste en ejercer

atribuciones que no tenga conferidas o se valga de las que

tenga.

l4
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Elemento circunstancial.- El servidor público lleva a

cabo la conducta para realizar o inducir actos u omisiones

arbitrarios.

Elemento finalidad.- La finalidad de la conducta, es

generar un beneficio para sí o para las personas a las que

se refiere el artículo 52 de la LGRA o para causar un perjuicio

a alguna persona o al servicio público.

Establecido lo anterior, tenemos que como lo refirió la

autoridad resolutora en la sentencia impugnada, el elemento

personal quedó corroborado, en virtud de que el

 de acuerdo a las constancias exhibidas por

parte de la Unidad Administrativa encargada de Recursos

Humanos del Ayuntamiento de Cuautla, Morelos, ocupó el

cargo de Director de Catastro, así como de Director de

Catastro, lmpuesto Predial e ISABI; circunstancia que no está

sujeta a controversia.

Ahora bien, respecto del elemento conductual, que

consiste en ejercer atribuciones que no tenga conferidas o

se valga de las que tenga, como fue examinado por la

autoridad resolutora en la sentencia impugnada, la

autoridad investigadora no determinó, cuáles fueron las

atribuciones de las que se valió el   ,

para supuestamente realizar o inducir actos u omisiones
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arbitrarios para generar un beneficio para sí o diversas

personas, o causar perjuicio a alguna persona o al servicio

público.

En el caso específico y en relación con la conducta

atribuida al ex servidor público, en el proceso de recaudación

del impuesto sobre adquisición de Bienes lnmuebles (en

adelante ISABI) por parte del municipio de Cuautla, Morelos,

en términos de la Ley General de Hacienda Municipal del

Estado de Morelos, artículos 94 Ter y 94 Ter 1 1, en relación

con el artículo 5.9 de la Ley de Ingresos del Municipio de

Cuautla, Morelos, para el ejercicio fiscal 2019, evidentemente

no es un solo servidor público el que interviene en este

proceso; razón por la cual, para tener por acreditado el

elemento conductual, debían establecerse las atribuciones

conferidas al    de acuerdo a su

cargo como servidor público, y cuál de ellas específicamente

es de la que se valió, para supuestamente realizar o inducir

actos u omisiones arbitrarios para generar un beneficio para sí

o diversas personas, o causar perjuicio a alguna persona o al

servicio público; ya que como se dijo, en el proceso de

recaudación antes referido, no es tan solo un servidor público

el que interviene en tal actuación.

En razón de lo anterior, y como bien lo señaló la

autoridad resolutora, de acuerdo al cargo específico que

ocupó el , se debieron establecer y

delimitar sus atribuciones y obligaciones, siendo necesario

haber determinado de manera fundada, las disposiciones

legales y reglamentarias de las que se deriva su

L6
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responsabilidad, así como de las demás personas

involucradas en el proceso, pues como se desprende de la

investigación, diversos servidores publicos fueron los que

intervinieron en los movimientos del cobro del lSABl, de

acuerdo al Sistema de Administración y Cobro del lmpuesto

Predial e lSABl. Por tanto, se debió señalar en el IPRA, cual

disposición constreñía al entonces imputado para realizar las

atribuciones referentes al cobro del impuesto sobre la

adquisición de bienes.

El principio de Tipicidad normalmente aplicable al

derecho penal también es aplicable en el derecho

administrativo sancionador, ya que éste último, de igual

manera, es una manifestación de la potestad punitiva del

Estado, y de acuerdo a la interpretación constitucional de los

principios del derecho administrativo sancionador, al momento

de resolver, debe acudirse al principio antes mencionado, lo

cual tiene apoyo en el siguiente criterio jurisprudencial emitido

por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación

mismo que a la letra versa:
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.,TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE
REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS
INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.T

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley
integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de
sanciones, se manifiesta como una exigencia de
predeterminación normativa clara y precisa de las conductas
ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras
palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma
una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción;
supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita
predecir con suficiente grado de seguridad las conductas
infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe
afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas
debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda
conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de
adecuación típica, sin necesidad de recurrir a
complementaciones legales que superen la interpretación y que
lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las
imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el
derecho administrativo sancionador y el derecho penal son
manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la
unidad de ésta, en la interpretación constitucional de lc
principios del derecho administrativo sancionador debe
aer¡¡lirca ll ¡rlrrni¡l¡r rr h io de t¡ h ai¡la¡l normalmenterinci
referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las
infracciones v sanciones administrativas. de modo tal que si

1 Época: Novena Época; Registro: 174326; lnstancia: Pleno; Tipo de Tesis:
Juris,prudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta; Tomo XXIV,
Agosto de 2006; Materia(s): Constitucional, Administrativa; Tesis: P.lJ. 100/2006'
Página: 1667

Acción de inconstitucionalidad 412006. Procurador General de la República. 25 de mayo
de 2006. Unanimidad de ocho votos. Ausentes: Mariano Azuela Güitrón, Sergio
Salvador Aguirre Anguiano y José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Genaro Davil
Góngora Pimentel. Secretarios: Makawi Staines Díaz y Marat Paredes Montiel.

El rribunal Pleno, el quince de agosto en curso, aprobó, con el número 100/2006, la
tesis iurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a quince de agosto de dos
m/ sels.

Nofa: Esfa fesis fue objeto de Ia denuncia relativa a la contradicción de tesis 398/2014
del Pleno, desechada por notoriamente improcedente, mediante acuerdo de 25 de
noviembre de 2014.
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cierta disposición administrativa establece una sanción por
alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe
encuadrar exactamente en la hipótesis normativá
previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por
analogía o por mayoría de razón."

(Lo resaltado no es origen)

Por lo tanto, acorde con el anterior criterio

jurisprudencial, la tipicidad conlleva la obligación de

encuadrar la conducta realizada por el presunto infractor,

exactamente en la hipótesis normativa previamente

establecida como infracción o falta administrativa, lo que en el

caso de estudio no suced¡ó al no haberse acreditado el

elemento conductual.

Al respecto, la libre valoración de la prueba no puede

equivaler a mera intuición, ni está permitido llegar a

conclusiones sin lógica. El sistema de libre valoración o libre

convicción probatoria parte de la lógica y aprecia la prueba en

atención a las reglas de la experiencia, estableciéndose como

requisito que quien resuelve, al realizar lavaloración, motive el

procedimiento intelectivo que realizó, exteriorizando las

razones que condujeron a la formación de su convencimiento.

En este sentido, el sistema de libre valoración permite

una práctica limitada del juzgador para arribar al
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convencimiento sobre los hechos planteados en el proceso; sin

embargo, siempre se debe tener presente el principio de

presunción de inocencia; por tanto, la autoridad jurisdiccional

tiene libeftad de criterio para valorar las pruebas, pero ello no

significa que se haga arbitrariamente, sino mediante un

estrecho camino que es el de la lógica, racional y jurídica.

En este sentido y contrario a lo argumentado por la

recurrente en sus agravios, la autoridad resolutora en la

sentencia impugnada, realizó una debida valoración de las

pruebas aportadas por las partes, lo cual consta en el capítulo

V de la propia sentencia denominado "VALORACIÓN DE LAS

PRUEBAS ADMITIDAS Y DESAHOGADAS", visible a fojas, de

la 359 a la 365 del tomo ll, del expediente del presente juicio,

lo que hace infundado el argumento de la recurrente en el

sentido de que no fueron valoradas por la autoridad

resolutora.

Siguiendo con este orden de ideas, el prÍncipio de

típicidad, normalmente referido a la materia penal, es extensivo

a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal,

que si ciefta disposición administrativa establece una sanción

por alguna infracción, la conducla realizada por el afectado

debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa

previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta ni por

analogía ni por mayoría de razón.

Así, es impoftante reiterar, que el principio de presunción

de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo

sancionador; y qué dicho principio debe interpretarse de modo
20
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sistemático, a efecto de hacer valer para los gobernados la

interpretación más favorable que permita una mejor impartición

de justicia de conformidad con el artículo primero

constitucional.

Este principio de tipicidad se traduce en dos reglas: a) la

que establece las condiciones que tiene que satisfacer la

prueba de cargo para considerar que es suficiente para

condenar; y b) la de la carga de la prueba, esto es, la norma

que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que

no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se

ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho

estándar para condenar.

En este sentido, es que la autoridad investigadora no

estableció y delimitó las atribuciones y obligaciones relativas al

cargo del presunto infractor, siendo necesario haber

determinado de manera fundada, las disposiciones legales y

reglamentarias de las que se deriva su responsabilidad, pues

de otra manera no se tendría por acreditado cuáles fueron las

atribuciones de las que se valió el  ,

para supuestamente realtzar o inducir actos u omisiones

arbitrarios para generar un beneficio para sí o diversas

personas, o causar perjuicio a alguna persona o al servicio

público.
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Por otra parte y en relación al elemento finalidad de la

conducta, que consiste en generar un beneficio para sí o
para las personas a las que se refiere el artícuro s2de la LGRA

o para causar un perjuicio a alguna persona o al servicio
público, la sentencia ahora impugnada, estableció lo
siguiente:

...constancias con las que se desvirtúa la falta de entero del impuesto

sobre Adquisiciones de Bienes lnmuebles (lSABl) que se imputó al

ciudadano   , sin que sea óbice, que en

cuanto a la cuenta catastral , no se aprecia la factura

correspondiente al ingreso del numerario correspondiente al impuesto,

puesto que como se determinó previamente. pcr sí, ello no lleva a

concluir que fue el imputado quien dispuso del :"nismo para fines

propios o de alguna persona con quien tenga rela:ión de parentesco o

intereses, puesto que la prueba presuncionar no es apta eilo, toda vez

que las faltas administrativas se deben acreditar plenamente y no con

base a presunciones; máxime que, al quedar acreditado, que los

movimientos de las cuentas catastrales respecto al impuesto sobre la
Adquisición de Bienes lnmuebles, fueron realizajos por diversos

servidores públicos, la presunción aludida se cesvanece, pues no
quedó demostrado, ni tomado en consideración que el procedimiento

de investigación, que correspondencia normaiva del trámite
administrativo y de recaudación del lsABl, depend-a únicamente del
aquí imputado.2

De la anterior transcripción de la sentencia de fecha doce
de diciembre de dos mil veintitrés, se resalta que la autoridad
resolutora estableció, que no quedó acreditado. que respecto

de la supuesta falta de entero del impuesto sobre
Adquisiciones de Bienes lnmuebles lsABl. el recurso

2 Visible a foja 53 de la sentencia,.que a su vez es la foja 370 delTomo ll, del expediente
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económ¡co haya sido dispuesto por el entonces imputado, para

fines propios o de alguna persona con quien tenga relación de

parentesco o intereses.

Esto es, la sentencia tuvo por no acreditado, que el 

 hubiere generado un beneficio

para sí o para las personas a las que se refiere el artículo 52

de la LGRA o para causar un perjuicio a alguna persona o al

servicio público, con lo cual, al no reunirse uno de los

elementos de integran la tipicidad por la comisión de la

conducta de abuso de funciones, no podría tenerse por

constatada la conducta imputada; y sin embargo, la recurrente

no hizo valer agravio alguno al respecto, lo que significa, que

al no ser combatido el hecho de no haberse comprobado uno

de los elementos constitutivos de la falta consistente en abuso

de funciones, esta ausencia de comprobación subsiste en la

presente sentencia de apelación, lo que hace inoperantes los

agravios expuestos por la recurrente. Refuerza lo anterior, la

siguiente tesis de jurisprudencia:

AGRAVIOS EN EL RECURSO DE QUEJA. SON
INOPERANTES LOS QUE NO CONTROVIERTEN TODOS LOS
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ARGUMENTOS EN LOS QUE SE APOYA LA RESOLUCIÓN
IMPUGNADA.3

Si la resolución del Juez de Distrito, relat va a la suspensión
provisional se sustenta en dos o más razonamientos y el
recurrente no combate todos y cada uno de ellos, los agravios
expresados en el recurso de queja devienen inoperantes,
porque al no atacarse todos los argumentos en los que se
apoya la resolución impugnada, tales razonamientos siguen
rigiendo el sentido de ésta.

TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN
ADMINISTRATIVA DEL CUARTO CIRCUITO.

MATERilA

Queja 2112003. Juan Alberto Salazar Vargas. 11 de agosto de
2003. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Bonilla pizano.
Secretario: Alejandro A. Albores Castañón.

Queja 3412003. lsi Gasolineras y Combustib,les, S.A de C.V. 23
de octubre de 2003. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús R.
Sandoval Pinzón. Secretario: Luis Neri Alcocer.

Queja 15712004. Luis Albeto González Garza.23 de septiembre
de 20A4. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Bonilla pizano.
Secretario: Alejandro A. Albores Castañón.

Queja 17112004. Servicios JMCM, S.A. de C.V. 13 de octubre de
2004. Unanimidad ce votos. Ponente: Jesús R. Sandoval pinzón.
Secretario: Luis Neri Alcocer.

Queja 19912004. A.yuntamiento de San pedro Garza García,
Nuevo León. 3 de diciembre de 2004. unanimidad de votos.
Ponente: Jorge Meza Pérez. secretaria: l/arina chapa cantú.

Por tanto. mientras estas circunstancias de causa-efecto,

entre la conducta atribuida y el beneficio o daño causado, no

se encuentren debidamente probadas en contra del presunto

responsable, no podría determinarse que mediante la
realización o inducción de actos u omisiones arb¡trarias,

' haya generado un beneficio para sí o para las personas a ras

que se refiere el artículo 52 de la LGRA o para causar

3 lnstancia: Tribunales Coleg ados de Circuito Novena Época Matera(s): Común Tesis:
lV.3o.A. ./3 Fuente: Semana'io Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXl, Mayo
de 2005, página 1217 . fipo'. Jurisprudencia
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perjuicio a alguna persona o al servicio público, lo cual como

se dijo, no fue controvertido por la recurrente en el recurso de

apelación; por lo que debe prevalecer en su favor la presunción

de inocencia, pues no se acreditan todos los elementos del tipo

administrativo de abuso de funciones establecido en el artículo

57 de la LGRA.

Por lo que bajo este razonamiento, es que no se logra

acreditar que el actuar del presunto responsable, configure

los elementos, circunstancial y finalidad del tipo

administrativo de abuso de funciones, toda vez que no se

encuentra probado el hecho de que el ex servidor público,

hubiera ejercido atribuciones que no tuviera conferidas o se

hubiera valido de las que tenía, para realizar o inducir mediante

la realización o inducción de actos u omisiones arbitrarias, con

las que hubiera obtenido un beneficio para sí o para las

personas a las que se refiere el artículo 52 de la LGRA o

causado un daño a la hacienda pública estatal.

Por lo que además, al subsistir la falta de acreditación de

uno de los elementos típicos de la infracción administrativa

contemplada en el artícu lo 57 de la LGRA, el sentido de la

presente sentencia no podría variar y modificar la sentencia

impugnada, quedando con ello firme el sentido de la resolución

emitida por la autoridad resolutora, siendo innecesario el
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análisis de algún otro elemento, pues el sentido de la presente

sentencia no cambiaría al no haberse controvertido, que no se

acreditó, que el   hubiera obtenido

un beneficio para sí o para las personas a las que se refiere el

artículo 52 de la LGRA o causado un daño a la hacienda

pública estatal. Es por ello, que también deviene inoperante

lo argumentado por la recurrente en el sentido de que no

fueron tomados en cuenta sus alegatos ofrecidos; pues por un

lado, de la lectura integral de estos, nc se advierte algun

elementos que pudiera cambiar el sentido de la sentencia; y

por otro lado, como se dijo, tampoco po,Cría variar porque el

elemento finalidad no fue controveftido por la recurrente en

sus agravios de la apelación.

Bajo esta línea de pensamiento, se recalca que el

principio de presunción de inocencia se traduce en que la

autoridad resolutora debe absolver a' servidor público

presunto responsable, cuando durante el proceso no se

hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la

existencia de la responsabilidad que se le atribuye; en este

caso, para acreditar que el    ,

valiéndose de sus atribuciones como servidcr público hubiere

realizado o inducido actos u omisiones arbitrarios, para

generar un beneficio para sí o para las personas a las que se

refiere el artículo 52 de la LGRA o para causar perjuicio a

alguna persona o al servicio público, pues como antes se dijo,

la autoridad resolutora realizó una adec.lada valoración de

las pruebas aportadas por las partes, pre','aleciendo entonces
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la presunción de inocencia en favor del 

Sirven de apoyo a lo anterior, las siguientes tesis:

PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE
CONTIENE DE MANERA IMPLíCITA EN LA CONSTITUCIÓN
FEDERAL. 4

De la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14,

párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21,
párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
desprenden, por una parte, el principio del debido proceso legal
que implica que al inculpado se le reconozca el derecho a su

libertad, y que el Estado sólo podrá privarlo del mismo cuando,
existiendo suficientes elementos incriminatorios, y seguido un
proceso penal en su contra en el que se respeten las

formalidades esenciales del procedimiento, las garantías de

audiencia y la de ofrecer pruebas para desvirtuar la imputación
correspondiente, el Juez pronuncie sentencia definitiva
declarándolo culpable; y por otra, el principio acusatorio,
mediante el cual corresponde al Ministerio Público la función
persecutoria de los delitos y la obligación (carga) de buscar y
presentar las pruebas que acrediten la existencia de éstos, tal y
como se desprende de lo dispuesto en el artículo 19, párrafo
primero, particularmente cuando previene que el auto de formal
prisión deberá expresar "los datos que arroje la averiguación
previa, los que deben ser bastanteq para comprobar el cuerpo

del delito y hacer probable la responsabilidad del acusado"; en el

a Tipo: Aislada. lnstancia: Pleno Novena Época Materia(s): Constitucional, Penal Tesis:

P. XXXV/2002 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XVl,

Agosto de2002, página 14. Registro digital: 186185
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adículo 21, al disponer que "la investigacion y persecución de los
delitos incumbe al Ministerio Público'; asi romo en el artículo
102, al disponer que corresponde al Ministerio público de la
Federación la persecución de todos los delitos del orden federar,
correspondíéndole "buscar y presertar las pruebas que acrediten
la responsabilidad de éstos". En ese lenor, debe estimarse que
los principios constitucionales del debido proceso legal y el
acusatorio resguardan en forma implícita el diverso principio de
presunción de inocencia dando lugar a que el gobernado no esté
obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa
la comisión de un delito, en tanto que e acusado no tiene la carga
de probar su inocencia, puesto qre el sistema previsto por la
Constitución Política de los Estados Un dos Mexicanos le
reconoce, a priori, tal estado, al disponer expresamente que es
al Ministerio Público a quien incumbe probar los elementos
constitutivos del delito y Ce la culpabilidac del imputado.

Amparo en re'¡isión 12f,312000. '15 ce agosto de 2002. Once
votos. Ponente: Sergio Salvador Aguir.e Anguiano. Secretarios:
Eduardo Ferrer Mac G'egor Poisot y Arnulfo Moreno Flores.

PRESUNC¡ÓT.¡ OC INOCENCIA. ALCANCES DE
ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.5

El principio de presunción de inocencia que en materia procesal
penal impone la obligación de arrojar la carga de la prueba al
acusador, es un derecho fundamental que la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos reccnoce y garantiza en
general, cuyo alcance trasciende la orbita del debido proceso,
pues con su aplicación se garanliza la protección de otros
derechos fundamentales como son la dignidad humana, la
libertad, la honra y el buen nombre, que podrían resultar
vulnerados por actuaciones penales o disciplinarias irregulares.
En consecuencia, este principio opera tambiér en las situaciones
extraprocesales y consti:uye el derecho a recbir la consideración
y el trato de "no autor o no partícipe" en un hecho de carácter
delictivo o en otro tipo de infracciones rnientras no se demuestre

5 Tipo: Aislada. lnstancia: Segunda Sala. Novena Época. Materia(s): Constitucional,
Penal. Tesis: 2a.XXXYI2007 Fuente. Semanario Jud cia de la Federación y su Gaceta.
Tomo XXV, Mayo de 2007 , página 1 186. Registro digitat 1T?433
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la culpabilidad; por ende, otorga el derecho a que no se apliquen
las consecuencias a los efectos jurídicos privativos vinculados a
tales hechos, en cualquier materia.

Amparo en revisión 8912007.21 de marzo de2A07. Cinco votos.
Ponente: Genaro David Góngora Pimentel. Secretario: Marat
Paredes Montiel.

En este sentido debe puntualizarse, que al derecho

administrativo sancionador le son aplicables los principios del

derecho penal, específicamente en cuanto al principio de

tipicidad, consistente en la adecuación de la conducta

infractora con la figura o tipo descrito por la ley.

Bajo esta premisa, dada la similitud y la unidad de la

potestad punitiva, se puede acudir a los principios penales

sustantivos como es el principio de tipicidad, siempre y

cuando se tomen de manera prudente las técnicas garantistas

del derecho penal

El principio de tipicidad se manifiesta como una

exigencia de predeterminación normativa claray precisa de las

conductas ilícftas y de las sanciones correspondientes y se

cumple cuando consta en la norma una predeterminación

inteligible de la infracción y de la sanción, suponiendo en todo

caso la presencia de una ley cierta que permita predecir con

suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las

sanciones, por lo que la descripción legislativa de las
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,' conductas ilícitas debe gcza: de tal claridad y univocidad que

,',i ', ,,, el juzgador pueda conocer s.r alcance y s,gnificado al realizar

el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de

recurrir a complementaciones legales cue superen la

interpretaciór: y que lo llevarían al terreno de la creación legal

Así, como antes se dijo, de acuerdo al principio de

tipicidad, si ciefta disposición administrativa establece una

sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el

afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis

normativa previamente establecida.

En ese orden de ideas, resultaba necesario que se

actualizaran la totalidad de elementos señalados para el

tipo administrativo del abuso de funciones, lo cual como

fue correctamente señalado por la autoridad resolutora en la

sentencia impugnada, no ocurrió, deterninando que el 
 nc es responsable por la comisión de

la i'nfracción administrativa de abuso de funciones

contemplado en el artículo 57 de la LGRA.

6.5 Decisión

En consecuencia de lo anteriormente analizado, se confirma

la sentencia impugnada de fecha doce de diciembre de dos

mil veintitrés, emitida por el Magistrado Titular de la Cuarta

Sala Especializada de Responsabilidades Administrativas del

Tribunal de Justicia Adminrs:rativa del Estado de Morelos.
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T}A
TRIBUNAL DE ]USNCIA ADMINISTRATÍVA

DEL ESIADO DE MORELOS

TO CA/P E RATJA E M/O O4l 2024

Por lo antes expuesto y con fundamento en lo dispuesto

por los artículos 3 fracción XXV|l,215,216 fracción t, 218 de

la LGRA; 82 de la LRESADMVASEMO; 1, 25 fracción lX

inciso a) de la LORGTJAEMO y 31 fracción Vll del RINTJA,

es de resolverse conforme a los siguientes:

7. PUNTOS RESOLUTIVOS

PR¡MERO. Este Pleno Especializado en Responsabilidades

Administrativas del Tribunal de Justicia Administrativa del

Estado de Morelos, es competente para conocer y resolver el

presente REGURSO DE APELACIÓN, en los términos

precisados en el apartado 6.4 de la presente resolución.

SEGUNDO. Son infundados e inoperantes los

agravios hechos valer por el recurrente; en consecuencia, se

confirma la sentencia de fecha doce de diciembre de dos mil

veintitrés, emitida por el Magistrado Titular de la Cuarta Sala

Especializada de Responsabilidades Administrativas del

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos

dentro del expediente 

TERCERO. En su oportunidad, archívese el presente

asunto como totalmente concluido.
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8. NOTIFICACIONES

NOTIFíQUESE. Como iegalmente corresponCa

9. FIRMAS

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron los

integrantes del Pleno Especializado en materia de

Responsabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia

JOAQUíN ROQUE GONZÁIIZCEREZO, Titutar de ta Quinta

sala Especializada en ResponsabÍlidades AdministrativasG, y

ponente en el presente asunto; Magistrada MoNlcA BOGGro

TOMASAZ MERlNo, Titular de la Primera sala de lnstrucción;

' Titular de la Tercera sala de lnstrucción; y Magistrado.: 
MANUEL GARCíA QUINTANAR, Titular de Ia Cuarta SaIa

1 Especializada en Responsabilidades Administrativas; ante

ALlclA DíAZBARCENAS, Actuaria en suplencia por ausencia
, de la secretaria General de Acuerdos, quien autorizay da fe.

6 En términos del artículo 20 de la Ley Orgánica det Tribuna! de Justicia Administrativa
de/ Esfado de Moretos, publicaJa el día 1 9 de julio de 2017 en el Periódico Oficial "Tierra
y Libertad" número 5514.
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T}A
TRIBUNAL DE JUST1CIA ADMINISTMTTVA

DEL ESTADO DE MORETOS

TOCA/PE RATJAEM/OO4/2024

PLENO ESPECIALIZADO EN MATERIA DE
RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO
DE MORELOS

MAG¡ DENTE

E LEZcEREzo

LAR DE LA QUINTA ESPECIALIZADA EN

MINISTRATIVASRESPONSABILIDADE AD

MAGISTRADA

MONICA O TOMASAZ MERINO

TrruLAR DE LA pRTMERA sALA DE tNsTnucclótrl
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G¡STRADA

VANESSA GLORIA MO VIVEROS

INSTRUCCIÓNTITULAR DE LA TERCERA

MANUEL RCIA QUINTANAR

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA

EN RESPONSABI LI DADES ADM I NISTRATIVAS

ACTUARIA EN S NCIA POR AUSENCIA DE LA
SECRETA N DE ACUERDOS

ctA BARCENAS

ALICIA DÍAZ BARCENAS, Actuaria en suplencia por ausencia de la secretaria General
de Ac-lerdos de este Trib,unal de Justbia Administrativa del Estado de Morelos,
CERTIFICA: la presente hoja de firmas corresponde a la resolución emitida por el pleno
Especializado en materia de Respon sabilidades Administrativas del Tribunal de Justicia
Administrativa del Estacio de l\lcrelos, en el expediente número
TOCA/ PE RATJA EM/OO4 12024, formaCo con motivo det RECURSO DE APELAC|óN
interpuesto por el SU BDIRECTOR DE INVESTIGACIÓN, DENUNCIAS Y QUEJAS,
DECLARACIÓN DE SITUACIÓN PATRIMONIAL Y CONFLICTO DE INTERESES DEL
H. AYUNTAMIENTO DE CUAUTLA, iloRELos, en conta de ra resorución de fecha
doce de bre de dos mil ve,nti:rés, dictada en er prc:edimiento de presunta
Respo lidad Administrativa por Farta Grave número T

por el Mag istrado Titular de la Cuarta Sala Especializada en

Morel
Administativas del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de

en sesión del día diez de julio de dos mil veinticuatro
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aprobada
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“En términos de lo previsto en los artículos 3 fracciones IX y X y 6 de la Ley 
General de Protección de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obligados; 
3 fracción XXI, 68 fracción VI, 113 y 116 de la Ley General de Transparencia y 
Acceso a la Información Pública; y 3 fracciones XXV y XXVII, 49 fracción VI, 84, 
y 87 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de 
Moleros, en esta versión pública se suprime la información considerada 
legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos 
normativos”.




